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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 175/2019-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: 
**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO DE MEXQUITIC DE CARMONA, SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., dieciocho de octubre de dos mil diecinueve. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 175/2019-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintisiete de febrero del presente año, se tuvo a **********demandando por sus propios derechos, actos y respecto de las autoridades que enseguida se precisa:

AUTORIDADES DEMANDADAS: 
- H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí.

- Presidente Municipal de Mexquitic de Carmoina, San Luis Potosí.

- Director Jurídico del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí.

- Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí.

- Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Mexquitic de Carmona, de San Luis Potosí. 
ACTO QUE SE IMPUGNA: ********** 
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 10:00 diez horas del tres de junio de este año, con la asistencia de la parte actora. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como a los de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción I y XVII, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre particulares y autoridades administrativas municipales donde se ejerce jurisdicción, con motivo de un cese verbal.
SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que los actores precisan como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado es el cese verbal que dicen los actores fueron objeto por parte de las demandadas, ya que así se desprende del capítulo de hechos de su escrito de demanda, por lo que la existencia de tal acto, debe ser analizado desde el punto de la litis del cese o baja en forma verbal. 

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por sus propios derechos, el acto arriba señalado y en contra de las autoridades referidas.  

Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que los demandantes ofrecieron como medios de prueba recibos de nómina, reconocimientos y oficios en los que se les reconoce como elementos activos de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, mismos que se encuentran agregados en autos a foja de la ********** de este este expediente y con los que justifican la relación laboral que tenían para con las demandadas, es innegable que cuentan con interés legítimo para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran acreditadas en este juicio, conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportaron para tales efectos el documento que contiene el nombramiento que las acredita como tal, según constancias que obran a fojas de la ********** de este expediente. 

CUARTO.- Las partes promoventes hicieron valer como conceptos de impugnación, los que se advierte en autos a fojas de la 04 a la 06 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamieno alguno. 

SEXTO.- El Primer y Único Concepto de Impugnación que hacen valer los demandantes es fundado, de acuerdo a las siguientes consideraciones legales.

En primer lugar, se tiene que el acto a impugnar lo es: **********Para efectos de combatir el acto en mención, los actores esgrimen como antecedentes de su demanda lo que a continuación se transcribe: 

“… **********, al estar realizando las funciones afines a su trabajo, fueron llamados por la c********** quien es la Oficial Mayor del H. Ayuntamiento demandado, estando presentes el Director Jurídico y el Director de Seguridad Pública en las oficinas que ocupa la oficialía mayor del ayuntamiento que demandamos, quien nos manifestó que como nos sentíamos con el trabajo argumentándole los de la voz que bien, diciéndonos el mismo a nosotros y a otros compañeros que había llamado que por razones de economía tenían que despedirnos, ya que por el cambio de administración, tenía que dejar libres los espacios y deberíamos de firmar actas administrativas o nos demandarían penalmente por robo de armas, manifestándonos que no había dinero para liquidarnos y que nos esperáramos hasta 30 días para decirnos que se podía hacer, argumentándole de forma particular los aquí comparecientes que no, que estábamos a gusto con el trabajo trabajo (sic), diciéndonos el señalado que no nos preocupáramos que le firmáramos una solicitud de baja y que nos mandarían cheque, negándonos a tal situación diciéndonos en ese momento que no importaba que ya habíamos firmado un papel que nos comprometía y que les iba a entregar la anterior administración y que nos diéramos por despedidos y que le hiciéramos como fuera siendo ya casi las 15:15 hrs. en el momento de realizarse los hechos manifestados de ********** (sic), así también omitió hacernos entrega del escrito con las causas y fecha del citado despido…”

Respecto a los hechos narrados, los demandantes hacen valer dentro de su Concepto de Impugnación el acto que combaten está afecto de nulidad, ya que aun cuando el Oficial Mayor actuara por órdenes del Presidente Municipal, viola los principios de legalidad, ya que dicha persona de ninguna manera puede encarnar a la Comisión de Honor y Justicia que en su caso era la única encargada de resolver el cese, de ahí que el actuar de la oficial mayor es ilegal y por tanto el cese es nulo y debe decretarse procedente el juicio. 

A juicio de la Titular de esta Primera Sala Unitaria, resulta fundada la pretensión de los demandantes, toda vez que la autoridad demandada no prueba la legalidad del cese verbal demandado.

Lo anterior tiene sustento en el hecho de que los demandantes esgrimen fundamentalmente el cese de que fueron objeto **********de sus puestos de policía en el Municipio de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí. 

Al efecto, la autoridad demandada al producir su contestación de demanda argumenta, lo que a continuación se transcribe para mejor ilustración: 

“…, se contesta que es falso que se les haya violado a los demandantes las garantías de legalidad y Seguridad Jurídica contempladas en los artículos 14 y 16 Constitucionales, ya que los citados elementos nunca fueron despedidos, siendo ellos los que por voluntad propia dejaron de presentarse a prestar sus servicios profesionales para los cuales se encontraban contratados. Reiterando que lo real y verdadero fue que se les hizo el llamado para que se presentaran ante la Dirección Jurídica, para recibir órdenes por parte de la Oficialía Mayor del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., en lo relativo a su cambio de adscripción, sin embargo los citados elementos se presentaron al llamado y al exponerle su cambio dijeron que se asesorarían y a partir de esa **********, dejaron de presentarse sin aparente causa justificada a prestar sus servicios.”

Contestación que sin lugar a dudas, permite advertir que la negativa expresada por la autoridad no fue lisa y llana, porque fue seguida de una manifestación con la cual pretendió desvirtuar la imputación de los demandantes, al señalar que fueron los trabajadores quienes se ausentaron de sus labores a partir del cinco de febrero de dos mil diecinueve, en mérito de lo cual la autoridad demandada asume la carga probatoria. 

El artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que los juicios que se promuevan ante este Tribunal se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en el mismo, así como que a falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

Conforme a lo anterior, se tiene que el citado Código de Procedimientos, establece en su artículo 273 que el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones. 

Asimismo dispone en su artículo 274, que el que niega sólo estará obligado a probar, entre otros casos, cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho. 

Como se ve, la disposición en comento, establece claramente que el que niega únicamente se encuentra obligado a probar cuando dicha negativa encierre la afirmación expresa de un hecho, hipótesis que en la especie se actualiza debido a que si bien la demandada negó la existencia del despido o cese verbal alegado por los accionantes, también lo es que afirmó la existencia de otro hecho, como lo es que éstos dejaron de presentarse a laborar a partir del cinco de febrero de dos mil diecinueve, aspecto que ya no participa de una negativa lisa y llana, motivo por el cual, le correspondía el débito procesal de comprobar tal afirmación.

Tiene aplicación, en lo que interesa, el criterio siguiente:

“PRUEBAS, CARGA DE LA. Si bien es cierto que conforme a los principios que rigen la prueba, el que afirma está obligado a probar, y no el que niega, también lo es que los mismos principios establecen que cuando la negativa de una de las partes envuelve una afirmación, sí queda obligada esa parte a probarla.”
Lo que antecede, permite sostener que asiste razón a los demandantes, al tratarse en la especie de un conflicto originado por la baja verbal aducida por los actores, misma que se traduce en un cese de las funciones que desempeñaban como Policías en la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., sosteniendo en su demanda de nulidad que fueron cesados el cinco de febrero de dos mil diecinueve, lo cual dicen habérselo comunicado por la **********, en su carácter de Oficial Mayor, quien funge como autoridad demandada, entre otras. 

En efecto, si la demandada no acepta que cesó a los actores pero reconoce que éstos fueron quienes se ausentaron sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción sí se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. 
Consecuentemente, como negar la destitución de los actores y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éstos ya no prestan sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.

Resulta aplicable la Jurisprudencia que a continuación se transcribe: 

“CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO. 
Si la legislación contencioso administrativa establece que podrá aplicarse supletoriamente la codificación adjetiva civil, y ésta prevé el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.”

De todo lo anteriormente señalado, se advierte que la autoridad demandada Oficialía Mayor del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P, no demostró la legalidad del Cese combatido.

Por otra parte se advierte que al haberse llevado a cabo el Cese que se impugna en esas circunstancias, se transgredieron las garantías de audiencia, legalidad y seguridad jurídica en perjuicio de los demandantes, por haber sido cesados por una autoridad incompetente y sin haber seguido las formalidades de procedimiento en el que se les diera la oportunidad a los actores de ser oídos y vencidos en juicio por una autoridad competente como lo es, la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, puesto que así se encuentra debidamente establecido en los artículos 119, 125, 136, entre otros, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí que en su texto dicen: 

“ARTICULO 119. La Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad.”

“ARTICULO 125. En materia disciplinaria la Comisión de Honor y Justicia tendrá las atribuciones siguientes:

I. Sustanciar los procedimientos disciplinarios por incumplimiento a los deberes u obligaciones de los integrantes, preservando el derecho a la garantía de audiencia y el principio de presunción de inocencia;

II. Sancionar a los integrantes por incumplimiento a los deberes previstos en la presente Ley y disposiciones aplicables; 

III. Dictar las medidas necesarias para el despacho pronto y expedito de los asuntos de su competencia; 

IV. Certificar por conducto del secretario, copias de las constancias documentales que obren en su poder con motivo de la sustanciación de los procedimientos disciplinarios; 

V Aplicar los medios de apremio previstos en esta Ley, y

VI. Las demás que le señalen la presente Ley y demás disposiciones legales que de ella deriven.” 

“ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia….” 

En esas condiciones, se tiene que el acto que se combate, se emitió por parte de la autoridad demandada Oficial Mayor del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, en contravención de las disposiciones aplicables, motivos por lo que se considera que el presente caso encuadra en las hipótesis de ilegalidad previstas y señaladas en el artículo 250 fracción I y II  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice: 

“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

I.- Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución.

II.- Omisión de los Requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación, en su caso.” 

En conclusión, ha quedado acreditado que la autoridad demandada transgredió en perjuicio de los demandantes sus garantías de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso contenidas en los  artículos 14 y 16 Constitucionales.

Con base en lo expuesto, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ, por ende la NULIDAD del Cese Verbal del que fueron objetos los actores por parte de la autoridad demandada Oficial Mayor del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, ********** 
Ahora bien, con la finalidad de restituir a los actores en los derechos que le fueron transgredidos, el artículo 252 del Código Procesal Administrativa para el Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca…”

A ese respecto, debe señalarse que en el caso que nos ocupa, se trata de miembros de seguridad pública de la Dirección de Seguridad Pública del Municipio de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, por lo que entonces, el efecto restitutorio que señala el precepto anterior, se encuentra particularmente regulado en el artículo 123 apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente a partir del diecinueve de junio de dos mil ocho, de conformidad con el Artículo Primero Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día dieciocho del mismo mes y año, conforme al cual, en ningún caso procede su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido, razón por la que al determinarse que fue ilegal la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio, las autoridades demandadas, solamente se encuentran obligadas al pago de la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho el Actor. 

Para efectos de una mejor claridad en lo anterior, se hace necesario transcribir el citado artículo 123 que establece:

“Artículo 123. …

“…B. …

“… XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones.

“Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. …”

Por consiguiente, atendiendo al dispositivo Constitucional en mención, la Titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, no puede ordenar la reinstalación en el cargo que ostentaban los actores, pues de hacerlo, se contravendría el precepto 123 apartado B fracción XIII de nuestra Carta Magna.

Entonces, con fundamento en esa disposición legal, lo procedente es, que las autoridades demandadas restituyan a los demandantes en los derechos que les fueron indebidamente privados, mediante la ilegal baja que se les decretó **********, cuya ilegalidad y nulidad se ha determinado, a fin de que proceda al pago de la indemnización y el pago de la remuneración diaria ordinaria que percibían por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su cese y hasta que se realice el pago correspondiente, lo que deberá hacerse conforme a las leyes especiales administrativas bajo las cuales se rige su relación con el Estado, ello derivado de que tal determinación se ha dejado sin efectos.

Sirve de apoyo a lo anterior, los siguientes criterios que a la letra dicen: 
 

“SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE. 

Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.”
 “POLICÍA FEDERAL PREVENTIVA. LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA MEDIANTE LA CUAL SE DIO DE BAJA A ALGUNO DE SUS MIEMBROS, CON FUNDAMENTO EN EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PARA EL EFECTO DE QUE LE SEA PAGADA UNA INDEMNIZACIÓN, SIN INCLUIR SU REINSTALACIÓN, NO IMPLICA APLICACIÓN RETROACTIVA DE DICHO PRECEPTO, AUN CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HAYA PRESENTADO ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA INDICADA PORCIÓN NORMATIVA. 

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de enero de 2009, se adicionó un párrafo sexto al artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, para establecer categóricamente la prohibición de reinstalar a los miembros removidos de su cargo en las instituciones policiales de la Federación. Ahora bien, con el objeto de examinar lo relativo a la aplicación retroactiva de un precepto jurídico, se requiere precisar si el acto se realiza dentro de la vigencia temporal de validez de la norma, sin afectar situaciones jurídicas definidas o derechos adquiridos por el gobernado con anterioridad a su entrada en vigor, conforme a la jurisprudencia 2a./J. 87/2004, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, julio de 2004, página 415, de rubro: "RETROACTIVIDAD DE LA LEY. ES DIFERENTE A SU APLICACIÓN RETROACTIVA.", para lo cual debe señalarse que los derechos adquiridos son aquellas ventajas o bienes jurídicos o materiales de los cuales es poseedor su titular y que forman parte de su patrimonio, los que no pueden ser desconocidos por la ley, mientras que la expectativa de derecho es la posibilidad jurídica de obtener esa ventaja o bien, e incorporarlo al patrimonio de una persona, es decir, es inexistente el título con apoyo en el cual puede exigirse el cumplimiento y ejercicio del derecho de que se trate. Conforme a lo anterior, es factible inferir que al momento de la presentación de la demanda de anulación contra la resolución administrativa mediante la cual se dio de baja a un miembro de la Policía Federal Preventiva, no se tiene un derecho adquirido en cuanto a la reinstalación en el puesto del cual fue destituido, sino una simple expectativa de derecho, por depender esa situación de la decisión jurisdiccional que en su momento se emita para resolver la controversia propuesta en el juicio contencioso administrativo federal; sentencia que, desde luego, se rige por la normatividad aplicable al día en que es dictada. Por tanto, la nulidad de la resolución mencionada, declarada con fundamento en el párrafo sexto del indicado artículo 50 para el efecto de que se pague al elemento de seguridad pública una indemnización, sin incluir su reinstalación, no implica aplicación retroactiva de dicho precepto, aun cuando la demanda respectiva se haya presentado antes de la entrada en vigor de la indicada porción normativa”

Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el espíritu del Legislador Constituyente al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos de este apartado,  las garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado en cualquiera de sus niveles y el servidor.

Por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII del apartado B del invocado precepto constitucional, se establece el derecho a recibir una indemnización en caso de que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injustificada; lo cual es acorde con lo ordenado en la fracción XXII del apartado A, del propio precepto constitucional, en el cual se define que la indemnización consiste en tres meses de salario y por su parte, en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se establece en el segundo párrafo del artículo 54, que por la separación injustificada de los elementos de seguridad pública, les corresponde una indemnización de tres meses del último salario percibido y las partes proporcionales de las prestaciones a que tengan derecho; es de concluirse que, en el caso que nos ocupa, debe estarse al monto o importe de tal concepto, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las instituciones policiales, por tratarse de la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. 

En consecuencia, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo de la Constitución Federal, resulta aplicable como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A fracción XXII, y en el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que contiene los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir fuese la normatividad secundaria la que los delimitara.

En tal virtud, la indemnización engloba el pago de tres meses de salario o haberes debidamente integrados, además, derivado de la última interpretación en la materia, contenida en la Tesis 2ª. II/2016 (10ª), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deberán pagarse como parte de la propia indemnización, veinte días de salario o haberes debidamente integrados, por cada año de servicios que tenga reconocidos la parte actora ante la autoridad demandada. 

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios de jurisprudencia que dicen: 
 

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN CON MOTIVO DE CUALQUIER FORMA DE TERMINACIÓN INJUSTIFICADA DE SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, COMPRENDE EL PAGO DE TRES MESES DE SUELDO Y VEINTE DÍAS POR AÑO LABORADO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA FRACCIÓN XXII DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL). 

El artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, prevé el derecho al pago de una indemnización en caso de que la autoridad jurisdiccional resuelva que fue injustificada la separación o cualquier vía de terminación del servicio de los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y Municipios, a fin de no dejar en estado de indefensión al agraviado, ante la prohibición absoluta de reincorporarlo al servicio, pero no establece la forma en que se integrará su monto. Ante esta circunstancia, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 2401/2015, del que derivó la tesis 2a. II/2016 (10a.), abandonó el criterio que sostenía anteriormente, para establecer que ese derecho constitucional en favor del servidor público debe hacerse efectivo mediante la aplicación de las normas constitucionales y legales que, por analogía, resultan aplicables al caso, lo que en sentido estricto no es una aplicación supletoria de ordenamientos de carácter laboral, pues se desconocería el régimen excepcional y la naturaleza administrativa de la relación que rige el servicio de los miembros de las instituciones policiales y el Estado, en atención a lo cual ese pago debe efectuarse en términos de lo que disponga la ley especial y, en caso de que ésta no prevea los parámetros suficientes para que se pueda fijar correctamente el monto de ese concepto, se aplicará lo señalado en la Constitución Federal, dado que en su artículo 123 se contienen las garantías mínimas que deberán respetarse en las relaciones de trabajo o servicio, tanto en el sector privado como en el público. Por lo cual, concluyó que debe acudirse al apartado A, fracción XXII, de ese numeral, el cual prevé la indemnización para los casos en que el trabajador fuese separado de su empleo sin mediar causa justificada y el patrón no esté obligado a la reinstalación, cuyo pago debe hacerse en un parámetro que comprende, por disposición legal, tres meses de salario y veinte días por cada año laborado, puesto que es el mínimo suficiente para indemnizar al trabajador de los daños y perjuicios que se le provocaron con el despido ilegal. Por tanto, para fijar el monto de la indemnización cuando un servidor público, en términos de la fracción XIII del apartado B del precepto indicado sea separado de la función pública que desempeñaba y, seguido el proceso legal, la autoridad jurisdiccional resuelva que no existió causa justificada para el cese, remoción o cualquier forma de terminación de la relación administrativa, sin posibilidad de optar por la reinstalación debe aplicarse, por analogía, la fracción XXII del apartado A citada, en el sentido de que la indemnización que debe cubrir el Estado incluye el pago de tres meses de sueldo, más veinte días por año efectivo de servicios, salvo que exista una norma específica en el ordenamiento federal o local, según corresponda, que estatuya una indemnización mayor. ...”

SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 20 DÍAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 119/2011 Y AISLADAS 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 Y 2a. XLVI/2013 (10a.) (*)].

En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en las tesis indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el derecho al pago de una indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de terminación del servicio de la que fueron objeto resulta injustificada; ello, para no dejarlos en estado de indefensión al existir una prohibición absoluta de reincorporarlos en el servicio. Además, de la propia normativa constitucional se advierte la obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal, los montos o mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio. Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador Constituyente, al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII se establece el derecho de recibir una indemnización en caso de que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injustificada y, por su parte, en las leyes especiales no se prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de ese concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a lo dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino también al diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucional; en esa tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales, debe recurrirse a la fracción XXII del apartado A, que consigna la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. Bajo esas consideraciones, es menester precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A, fracción XXII, que señala que "la ley determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante el pago de una indemnización", deja la delimitación del monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún, cuando se le libera de la obligación de reinstalar al trabajador al puesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo, respeta como mínimo constitucional garantizado para efectos de la indemnización, el contenido en la fracción XXII del apartado A en su generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas prestaciones bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien releva al patrón de la obligación de reinstalación -cumplimiento forzoso del contrato- aun cuando el despido sea injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A, fracción XXII, y los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir que fuese la normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia, la indemnización engloba el pago de 3 meses de salario y 20 días por cada año de servicio, sin que se excluya la posibilidad de que dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean expresamente un monto por indemnización en estos casos, que como mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será innecesario acudir a la Constitución, sino que la autoridad aplicará directamente lo dispuesto en esos ordenamientos.”
En consecuencia, se ordena la restitución de los actores en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado, mediante el pago de la indemnización descrita y el pago de la remuneración diaria ordinaria que percibían por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su baja y hasta que se realice el pago correspondiente, en cumplimiento de esta sentencia, lo que deberá hacerse conforme a las disposiciones constitucionales y legales descritas.

Por lo que, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, concatenados con el precepto 123, apartado A fracción XXII así como en el apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con el artículo 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; se ordena a las autoridades demandadas pagar a los actores:

a) La indemnización a que se refiere el artículo 123 apartado B fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; consistente en el importe de tres meses de los últimos haberes percibidos, debidamente integrados; más veinte días de los últimos haberes percibidos, debidamente integrados, por cada año de servicio.

b) Las prestaciones a que tienen derecho, consistentes en el pago de aquéllas que se generaron con motivo de la relación administrativa entre el actor y la demandada, como son aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, proporcionales al último año de servicios prestados; así como el pago de haberes, consistente en la remuneración diaria ordinaria que percibían por la prestación de sus servicios en el puesto de Policía “C” adscritos al Departamentos de  Comandancia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, cuantificables desde la fecha en que fueron separados del servicio y que lo fue ********** fecha en que le fueron cesados de manera ilegal y hasta la fecha en que se realicen los pagos respectivos. 
Todo lo anteriormente señalado, será tomando en cuenta el último salario que tenían los actores. 

En el entendido de que el concepto de haberes, incluye todo aquello que legalmente les corresponda y que derive de la relación administrativa que tenías con las demandadas, al momento de la afectación de sus derechos, así como aquellos que tengan su origen en un derecho subjetivo tutelado por la normatividad aplicable y que se le hayan generado por el simple transcurso del tiempo, integrados con la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, dietas, compensaciones así como los derechos de seguridad social o cualquier otro concepto que percibía por la prestación de sus servicios, entre otras prestaciones presupuestadas para su nivel y categoría en esa corporación, donde quedan comprendidas las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, es decir, todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos.

El criterio que antecede, queda sustentado legalmente en los siguientes criterios que señalan textualmente lo siguiente: 

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.-

El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del constituyente permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja, y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni debe llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.- Amparo directo en revisión 888/2011. Ramón Ocaña Zavala. 25 de mayo de 2011. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 

“SEGURIDAD PÚBLICA. PROCEDE OTORGAR AL MIEMBRO DE ALGUNA INSTITUCIÓN POLICIAL, LAS CANTIDADES QUE POR CONCEPTO DE VACACIONES, PRIMA VACACIONAL Y AGUINALDO PUDO PERCIBIR DESDE EL MOMENTO EN QUE SE CONCRETÓ SU SEPARACIÓN, CESE, REMOCIÓN O BAJA INJUSTIFICADA Y HASTA AQUEL EN QUE SE REALICE EL PAGO DE LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO, SIEMPRE QUE HAYA UNA CONDENA POR TALES CONCEPTOS. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a. LX/2011, de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO 'Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO', CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.", sostuvo que el referido enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago correspondiente. En ese sentido, dado que las vacaciones, la prima vacacional y el aguinaldo son prestaciones que se encuentran comprendidas dentro de dicho enunciado, deben cubrirse al servidor público, miembro de alguna institución policial, las cantidades que por esos conceptos pudo percibir desde el momento en que se concretó la separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago de las demás prestaciones a que tenga derecho, siempre y cuando haya una condena por aquellos conceptos, ya que sólo de esa manera el Estado puede resarcirlo de manera integral de todo aquello de lo que fue privado con motivo de la separación. …”

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a las autoridades demandadas a efecto de que informen sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción I y II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD TOTAL del acto reclamado, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Se previene a las autoridades demandadas para los efectos del cumplimiento dado a la parte final del considerando sexto de esta sentencia.  

CUARTO.- Notifíquese personalmente los actores y a las autoridades demandadas mediante oficio. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
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� Época: Décima Época. Registro: 2013440. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo I. Materia(s): Constitucional, Laboral. Tesis: 2a./J. 198/2016 (10a.). Página: 505 





�� Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Registro: 161758, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXXIII, Junio de 2011, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a. LX/2011, Página: 428.
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